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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO
               SALA CIVIL FAMILIA

                        PEREIRA – RISARALDA

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso. El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala. 

Providencia:


Sentencia  – 21 de junio de 2017 – Exigencia inexistente - Concede
Proceso: 



Tutela – 

Radicación Nro. :
  

66001-22-13-000-2017-00537-00
Accionante:


Valeria Rave Palacio.

Accionado:


Registraduría Nacional del Estado Civil, Registraduría Especial de Pereira y la Notaría Segunda del Círculo de esta ciudad, a la que fueron vinculados los coordinadores de Grupo Novedades y de Validación e Individualización de la Registraduría Nacional, así como al Director Nacional de Identificación.
Magistrado Sustanciador:  

Jaime Alberto Saraza Naranjo

Temas: 



TUTELA – EXPEDICIÓN CÉDULA DE CIUDADANÍA – SOLICITUD DE REQUISITOS INEXISTENTES - CONCEDE - “Dijo que al momento de su nacimiento, el 21 de agosto de 1997, fue inscrita en el registro civil con el nombre de Valeria Rave Palacio, según lo enseña el respectivo documento con indicativo serial 27732318; durante su niñez y adolescencia siempre ha sido registrada con dicho nombre y apellidos en todos los documentos de identidad, soportes médicos y académicos; al cumplir la mayoría de edad intentó que se le expidiera su cédula de ciudadanía, pero le fue negado con el argumento de que el apellido de su padre se encontraba como RABE y el que ella tenía era RAVE; inició trámite ante la Notaría Segunda del Círculo de esta ciudad con el fin de realizar la corrección del caso, pero se le indicó que el despacho se basó en el certificado de nacida viva que expidió la clínica y allí su padre aparece como Belmer Edilson Rave Montoya; que, luego de que se le indicara que este debía otorgar un poder para la diligencia del caso, así se hizo, el que fue elaborado y presentado por el signatario ante el vicecónsul de Colombia en Madrid, pero fue rechazado porque allí se le identificó con el apellido RABE.

Ante esta situación, le ha sido imposible realizar trámite alguno para obtener licencia de conducción, realizar préstamo hipotecario, compra y venta de bienes, constitución de sociedades, entre otros actos y se le entregó una contraseña con vocación de permanencia y no de manera transitoria como debe ser.
(…)

Esos derechos, descendiendo al caso de ahora, aparecen quebrantados, de entrada, por la Registraduría Nacional del Estado Civil, antes que por la Notaría Segunda del Circulo de Pereira, si bien, pese a las gestiones que de tiempo atrás adelanta la interesada para obtener su cédula de ciudadanía por primera vez, ha encontrado un obstáculo que, a juicio de la Sala, los lesiona.

En efecto, en la página electrónica de la entidad accionada, se detalla con precisión qué requisitos deben cumplir los ciudadanos para obtener su cédula de ciudadanía, entre los cuales no aparece enlistado, en parte alguna, la cédula de ciudadanía del padre, exigencia que, por demás, tampoco se le explicó sobre qué norma descansa, como para justificar, desde el punto de vista legal, la imposibilidad de gestionar la expedición del documento de identificación. 

Lo que señala la misma Registraduría, es que para el trámite de la cédula se requiere tener 18 años cumplidos y presentarse un día después de ello; solicitar cita para adelantar el trámite, bien vía virtual o en una Registraduría Delegada, presentar copia auténtica del registro civil de nacimiento o de la tarjeta de identidad original, 3 fotos con las especificaciones allí detalladas y conocer el RH y grupo sanguíneo.
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

           SALA DE DECISIÓN CIVIL FAMILIA

Magistrado: Jaime Alberto Saraza Naranjo

Pereira, junio veintiuno de dos mil diecisiete 
Expediente 66001-22-13-000-2017-00537-00
Acta N° 328 de junio 21 de 2017
   



Decide la Sala la acción de tutela propuesta por Valeria Rave Palacio frente a la Registraduría Nacional del Estado Civil, Registraduría Especial de Pereira y la Notaría Segunda del Círculo de esta ciudad, a la que fueron vinculados los coordinadores de Grupo Novedades y de Validación e Individualización de la Registraduría Nacional, así como al Director Nacional de Identificación.

  



ANTECEDENTES
  



Valeria Rave Palacio, quien actúa en su propio nombre, demanda a la Registraduría Nacional del Estado Civil, Registraduría Especial de Pereira y la Notaría Segunda del Círculo de esta ciudad, para que le sea amparado su derecho fundamental a la “PERSONALIDAD JURÍDICA” que estima violentado por dichas entidades.
  



Dijo que al momento de su nacimiento, el 21 de agosto de 1997, fue inscrita en el registro civil con el nombre de Valeria Rave Palacio, según lo enseña el respectivo documento con indicativo serial 27732318; durante su niñez y adolescencia siempre ha sido registrada con dicho nombre y apellidos en todos los documentos de identidad, soportes médicos y académicos; al cumplir la mayoría de edad intentó que se le expidiera su cédula de ciudadanía, pero le fue negado con el argumento de que el apellido de su padre se encontraba como RABE y el que ella tenía era RAVE; inició trámite ante la Notaría Segunda del Círculo de esta ciudad con el fin de realizar la corrección del caso, pero se le indicó que el despacho se basó en el certificado de nacida viva que expidió la clínica y allí su padre aparece como Belmer Edilson Rave Montoya; que, luego de que se le indicara que este debía otorgar un poder para la diligencia del caso, así se hizo, el que fue elaborado y presentado por el signatario ante el vicecónsul de Colombia en Madrid, pero fue rechazado porque allí se le identificó con el apellido RABE.




Ante esta situación, le ha sido imposible realizar trámite alguno para obtener licencia de conducción, realizar préstamo hipotecario, compra y venta de bienes, constitución de sociedades, entre otros actos y se le entregó una contraseña con vocación de permanencia y no de manera transitoria como debe ser.
 



Pidió, por tanto, el amparo del derecho invocado y que se ordene a la Notaría Segunda del Círculo de Pereira, la corrección de su registro civil de nacimiento en un  término de 48 horas siguientes al fallo de tutela, y que la Registraduría Nacional del Estado Civil, le expida la cédula de ciudadanía a la mayor brevedad posible.
  



Se dispuso el impulso respectivo con la vinculación de los coordinadores Grupo Novedades y de Validación e Individualización de la Registraduría Nacional, así como al Director Nacional de Identificación; se corrió traslado para que se ejerciera el derecho de defensa. 
  



Intervinieron los Delegados Departamentales del Registrador Nacional, quienes dieron cuenta de la suspensión del trámite para la elaboración de la cédula de ciudadanía que la interesada solicitó el 25 de agosto de 2015 ante la inconsistencia presentada en el apellido paterno, reflejada en la cédula de ciudadanía del progenitor; se le indicó que debía procederse a la corrección mediante una escritura pública y, por tanto, solicitó denegar el amparo elevado. 
   



El Jefe de la Oficina Jurídica de la Registraduría Nacional, informó sobre las competencias internas para la expedición de la cédula de ciudadanía; de igual manera explicó sobre la inconsistencia por la cual no se podía expedir dicho documento y agregó que una vez se hiciera la corrección del caso y se hiciera la solicitud, se adelantaría el trámite de cedulación pertinente. 

   



El Notario Segundo del Círculo, precisó que el registro del caso se extendió con base en el certificado de nacido vivo, donde el padre figura con “V”, y que la corrección pretendida al folio de nacimiento no era procedente mediante el poder otorgado por su padre, pues, el inscrito ya es mayor de edad y es quien debe firmar la escritura, para lo cual requiere su cédula de ciudadanía, y pidió negar la concesión de la protección pedida. 
  



CONSIDERACIONES
    



La acción de tutela se erigió como un mecanismo ágil y expedito, que permite a toda persona acudir a un juez para lograr la protección de sus derechos fundamentales, cuando quiera que sean vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de una autoridad, y en ciertos casos, por los particulares (art. 86 C.N.). 

   



Ahora, de la lectura del libelo, aunado al derecho invocado, surge evidente que también están de por medio los políticos a que se refieren los numerales 1 y 2 del artículo 40 de la Constitución Nacional.
    



Estos derechos constituyen “una esfera indispensable para la autodeterminación de la persona (C.N., art. 16), el aseguramiento de la convivencia pacífica y la consecución de un orden justo (C.N., Preámbulo, art. 2º)”
. Por supuesto, la cédula de ciudadanía, es requisito indispensable para ejercer los mecanismos de participación ciudadana, detallados en la Ley 134 de 1993 (que desarrolló el art. 103 de la Carta Política), como los comicios electorales, el plebiscito, el referendo, la consulta popular, el cabildo abierto entre otros, a lo que se suma la imposibilidad de ejercer ciertos derechos civiles, de aquellos mismos que tuvo en cuenta el ejecutivo al expedir el Decreto 4969 de 2009: identificarse, reclamar pensiones y subsidios, tramitar pasaportes, entre otros. 
   



La Corte Constitucional, en repetidas ocasiones, la jurisprudencia ha dejado claro que la Constitución y la ley le han asignado a la cédula de ciudadanía una tripartita función, es decir, que sirve para identificar a las personas, para permitir el ejercicio de sus derechos civiles y para asegurar la participación de los ciudadanos en la actividad política que propicia y estimula la democracia. De manera que la falta de expedición, genera una barrera para que el ciudadano pueda recibir determinados beneficios. Por ejemplo, dijo en una reciente ocasión la alta Corporación
:
  


… En cuanto al instrumento que permite la identificación e individualización de las personas como es la cédula de ciudadanía, la Corte ha señalado su importancia y las funciones que cumple en reiterada jurisprudencia. Por ejemplo en Sentencia T – 522 de 2014, la Sala de Revisión de la Corte se refirió 3 funciones esenciales que cumple la cédula de ciudadanía: “(i) identificar a las personas, (ii) permitir el ejercicio de sus derechos civiles y (iii) asegurar la participación de los ciudadanos en la actividad política que propicia y estimula la democracia. Además, constituye un medio idóneo para acreditar la “mayoría de edad”, la ciudadanía, entre otras, por lo cual es un instrumento de gran importancia en  el orden tanto jurídico como social, por lo que la falta de expedición oportuna de tal documento desconoce el derecho de cualquier persona al reconocimiento de su personalidad jurídica y, por lo tanto, su derecho a estar plenamente identificada y al ejercicio pleno de sus derechos civiles y políticos.” … 

 
  



Esos derechos, descendiendo al caso de ahora, aparecen 
quebrantados, de entrada, por la Registraduría Nacional del Estado Civil, antes que por la Notaría Segunda del Circulo de Pereira, si bien, pese a las gestiones que de tiempo atrás adelanta la interesada para obtener su cédula de ciudadanía por primera vez, ha encontrado un obstáculo que, a juicio de la Sala, los lesiona.



 

En efecto, en la página electrónica de la entidad accionada
, se detalla con precisión qué requisitos deben cumplir los ciudadanos para obtener su cédula de ciudadanía, entre los cuales no aparece enlistado, en parte alguna, la cédula de ciudadanía del padre, exigencia que, por demás, tampoco se le explicó sobre qué norma descansa, como para justificar, desde el punto de vista legal, la imposibilidad de gestionar la expedición del documento de identificación. 
   



Lo que señala la misma Registraduría, es que para el trámite de la cédula se requiere tener 18 años cumplidos y presentarse un día después de ello; solicitar cita para adelantar el trámite, bien vía virtual o en una Registraduría Delegada, presentar copia auténtica del registro civil de nacimiento o de la tarjeta de identidad original, 3 fotos con las especificaciones allí detalladas y conocer el RH y grupo sanguíneo.
  



Lo que no podía ser de otra forma, porque, precisamente, el artículo 62 del Código Electoral, señala que “Para obtener la cédula de ciudadanía se necesita acreditar la edad de 18 años cumplidos y la identidad personal mediante la presentación ante el Registrador del Estado Civil o su Delegado, del registro civil de nacimiento o la tarjeta de identidad, la carta de naturaleza en el caso de los nacionalizados y la de inscripción en el de los hispanoamericanos y brasileños por nacimiento.”
  



Los anteriores razonamientos, más allá del trámite notarial que luego se quisiera adelantar por los interesados, son suficientes para conceder el amparo impetrado, en virtud del cual se ordenará a la Registraduría Nacional de Estado Civil, por conducto del Delegado para el Registro Civil y la Identificación y el Director Nacional de Identificación, quienes de acuerdo con la respuesta que brindó el Jefe de la Oficina Jurídica, son los llamados a ello, que dentro del ámbito de sus competencias, y es lo que en últimas espera la actora, realicen todas las gestiones necesarias de tipo administrativo y logístico que garanticen la expedición efectiva del documento de identificación de la misma, en el menor tiempo posible, con base, exclusivamente, en los requisitos legales e informados por la misma entidad, lo que, en todo caso, no podrá exceder de un mes calendario contado a partir de la notificación de esta sentencia
.
 



Se absolverá a los demás involucrados en este asunto, por no hallar de su parte trasgresión a los derechos reclamados. En particular, al Notario Segundo de este círculo, pues aunque ha puesto a la demandante en un limbo, porque ni ella puede corregir su registro, por no contar con cédula de ciudadanía, ni su padre puede hacerlo, porque aquella ya es mayor de edad, todo deviene, precisamente, de que se le ha impedido obtener su documento de identificación. Una vez expedido, no cabe duda, podrá adelantar ella misma las gestiones que estime pertinentes, si de la corrección de su registro se trata. 
   



DECISIÓN

  



En mérito de lo expuesto la Sala de Decisión Civil Familia del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley,
 



RESUELVE:




CONCEDER la protección invocada por Valeria Rave Palacio.
  
  


Se ORDENA a la Registraduría Nacional del Estado Civil, por conducto del Delegado para la Registro Civil y la Identificación y el Director Nacional de Identificación, que dentro del ámbito de sus competencias realicen todas las gestiones necesarias de tipo administrativo y logístico que garanticen la expedición efectiva del documento de identificación del accionante, con la exigencia exclusiva de los requisitos informados pública y virtualmente por la misma entidad, en un término que no podrá exceder de un mes calendario contado a partir de la notificación de esta sentencia.
 



Notifíquese a las partes por el medio más expedito la decisión aquí tomada.

  



Si no es impugnada, oportunamente remítase la actuación a la Corte Constitucional para su eventual revisión.

A su regreso, archívese el expediente. 
  



Los Magistrados,

  



JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO 

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS 


    DUBERNEY GRISALES HERRERA
� Corte Constitucional, sentencia T-439 de julio 2 de 1992.


� Sentencia T-023/16


� � HYPERLINK "http://www.registraduria.gov.co/-Preguntas-Frecuentes,219-.html" �http://www.registraduria.gov.co/-Preguntas-Frecuentes,219-.html�


� Sentencia T-423 de 2013
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